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Resumen
Más allá, y antes, de las consideraciones jurídicas de 
la función pública, la regulación de las condiciones de 
acceso a la función pública remite a la conformación de 
nuestro sistema político-administrativo, especialmente a 
la necesidad de garantizar la neutralidad de las personas 
seleccionadas, así como a la representatividad social 
de la función pública. Nuestra Administración optó 
hace décadas por una selección predominantemente 
basada en el conocimiento memorístico, relegando las 
competencias profesionales, lo que hace que no aproveche 
suficientemente la experiencia y el conocimiento de la 
sociedad. Además, en la carrera profesional tienen un peso 
excesivo los factores ajenos al rendimiento y la formación, 
lo que podría explicar la escasa ocupación de los puestos 
directivos por parte de los ingenieros de Caminos.
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Equidad y competencias profesionales en la alta función 
pública española

El alcance del directivo público
El sistema de función pública contemporáneo en España 
se caracteriza por tener una etapa inicial, que va desde 
comienzos del siglo XIX a principios del XX, que se distin-
gue por la búsqueda de la estabilidad y la profesionalidad 
de los funcionarios públicos. Esto se consigue formal y 
generalizadamente en el Estatuto de Maura de 1918, aun-
que las convulsiones sociales y políticas de las siguientes 
décadas hacen que no pueda hablarse de una función pú-
blica profesional hasta finales de los años 50 del pasado 
siglo y aún entonces con las limitaciones impuestas por un 
régimen autoritario. La inclusión por primera vez en nuestra 
Constitución de 1978 del acceso a la función pública como 
un derecho de los españoles para el que se exige una serie 
de requisitos procedimentales —igualdad, mérito y capa-
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cidad, a los que hay que añadir la publicidad— muestra la 
relevancia política que se concede a la selección de los 
empleados públicos y que se refiere a la necesidad de dis-
poner de un aparato profesional neutral, la Administración 
pública, distinto del Gobierno que la dirige.

La regulación de las condiciones de acceso a la función 
pública remite en primera instancia a cuestiones de índole 
política propias de la conformación de nuestro sistema 
político. Entre estas hay que destacar la necesidad impe-
rativa de garantizar, por encima de cualquier otra consi-
deración, la neutralidad de las personas seleccionadas, 
así como la representatividad social de la función pública. 
Estas razones no sólo están presentes en el acceso, sino 
también en la promoción interna y, tras el Estatuto Básico 
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del Empleado Público de 2007 (EBEP), en la conformación 
del nuevo estatus de personal directivo.

De esta manera, el acceso a la función pública consiste 
en la selección de personas que van a ejercer, en nombre 
de los ciudadanos, un poder de naturaleza política sobre 
la sociedad. Este poder va perdiendo intensidad conforme 
se descienda por los peldaños jerárquicos de las organi-
zaciones públicas y puede variar según las funciones y 
actividades administrativas. Mostrada así la esencia de la 
función pública, es necesario plantearse que los sistemas 
selectivos, además de garantizar los principios constitu-
cionales, deben ser sostenibles para los opositores y que 
las pruebas han de ser equitativas.

Si tomamos la figura del directivo público, su inclusión en 
el EBEP por primera vez en la legislación estatal española 
supuso una expresa voluntad política de regular el estrato 
superior profesional de nuestras Administraciones públicas. 
Se enmarca en la corriente de la nueva gestión pública que 
diferencia claramente entre política y Administración y que 
define esencialmente a los directivos públicos desde su 
reducida faceta de gerentes.

La definición, la selección, la localización en el organigrama 
político-administrativo, la atribución de funciones, la carre-
ra, la provisión de puestos, el establecimiento de las retri-
buciones, las incompatibilidades, el cese de los directivos, 
en definitiva, su estatuto, tienen un alto contenido «técnico» 
o «gerencial», pero la importancia de los directivos reside 
en que desempeñan funciones superiores de dirección en 
organizaciones que ejercen la dominación propia del po-
der político sobre la sociedad. El adjetivo «público» detrás 
de «directivo» lo sustantiviza de una manera determinante 
cualificándolo frente a sus homólogos «privados». Esto se 
concreta en que, además de compartir una serie de com-
petencias con estos, poseen unas características condi-
cionadas por el entorno de actuación del directivo público 
y la finalidad que debe cumplir.

El entorno del directivo público se caracteriza, entre otros 
aspectos, porque la Administración pública es la titular 
del poder político y por su interrelación profunda con el 
ámbito político, especialmente en el ápice superior de las 
organizaciones públicas. Esto hace que el propósito y la 
motivación del directivo público sean distintos de los del 
privado. Así, el propósito, la finalidad, de la Administración 
es el fortalecimiento de la democracia, la garantía de los 
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derechos y libertades de los ciudadanos, la aceptación del 
ejercicio del poder político por los ciudadanos, el logro de 
la cohesión y la integración social y el desarrollo económi-
co y social. Estas metas no son prioritarias para el sector 
privado y, además, le son indisponibles desde el punto de 
vista de la responsabilidad última de su consecución. No 
obstante, las tendencias en la actualidad van en la línea 
de buscar una mayor implicación de los ciudadanos, las 
organizaciones y las empresas privadas en la marcha del 
bien común.

El caso del directivo público muestra que, si bien cada uno 
de los elementos que conforman su regulación es merece-
dor de una detallada gestión que debe lograr la eficacia y la 
eficiencia, los problemas fundamentales del reconocimiento 
formal de la figura del directivo público no suelen ser de 
índole técnica, sino esencialmente políticos al afectar, entre 
otros aspectos, a la delimitación entre el nivel político y el 
profesional de la Administración, al margen de maniobra 
que los políticos tienen para disponer libremente de los 
puestos superiores del organigrama político-administrativo 
del conjunto Gobierno-Administración.

Es posible concluir de lo anterior la importancia que el 
personal directivo representa en el poder ejecutivo, espe-
cialmente porque una parte significativa de los cargos de 
nombramiento político proviene del estrato directivo de la 
Administración, esté o no reconocido formalmente como 
tal. Lo que se está señalando es que la importancia del 
personal directivo proviene de que ocupa una parte de los 
puestos que forman parte del sistema de poder de una 
sociedad e intervienen en el proceso de formulación de 
las políticas públicas. No es difícil deducir que esto tiene 
incidencia en el establecimiento de las prioridades políticas 
y en el funcionamiento mismo de la democracia.

Pues bien, por extensión desde el nivel directivo al resto de 
los escalones de la organización, la importancia de la se-
lección, la planificación, la ordenación y la optimización del 
empleo público se encuentra en cómo afecta a principios 
como la igualdad y la representatividad y a cómo y quiénes 
adoptan las decisiones en el ámbito público. 

El enfoque que se está manejando permite abordar los 
aspectos políticos de la regulación de la función pública 
española. Así, la ordenación de los recursos humanos 
profesionales en la Administración pública afecta a la 
formulación e implementación de las políticas públicas. 

En primer lugar, podemos considerar el establecimiento 
de la frontera entre el nivel político y el profesional de 
la Administración pública. Se ha señalado el caso de la 
regulación del personal directivo, pero también afecta a 
esta cuestión la forma en la que se proveen los puestos 
superiores entre funcionarios públicos —en la terminología 
actual, mediante concurso o por libre designación—; la 
posibilidad de recurrir al mercado privado para la cober-
tura de determinados puestos mediante los contratos, por 
ejemplo, de alta dirección; la apertura o no a otras Admi-
nistraciones; el alcance, número y funciones del personal 
eventual, esto es, de confianza personal y política de los 
cargos políticos; o la regulación del paso a la carrera polí-
tica de los funcionarios públicos y su vuelta a los puestos 
profesionales de la Administración pública.

Función pública y representación de la sociedad
Nuestro sistema de función pública se fundamenta desde 
1964 en la posesión de un título educativo oficial para po-
der acceder a ella. Además, la función pública se ordena 
en cuerpos y escalas, que a su vez se clasifican en grupos 
y subgrupos que se corresponden con los distintos nive-
les de titulación educativos oficiales. El resultado es que 
para poder promocionar de un cuerpo a otro situado en 
distinto grupo de clasificación es imprescindible poseer la 
titulación exigida para este. Se opta, por tanto, por la po-
sesión de un título educativo como requisito para el acceso 
y la promoción en las Administraciones públicas. De esta 
manera, nuestra Administración pública otorga a las insti-
tuciones educativas oficiales en exclusiva la acreditación 
del requisito necesario para que los ciudadanos accedan 
y promocionen en ella, renunciando así a la acreditación, 
la certificación o validación de tal requisito por sistemas 
propios de los organismos públicos o por otros sistemas 
reconocidos, incluso cuando se trata de promocionar den-
tro de la organización o de desempeñar tareas idénticas a 
las del sector privado. Pensemos, por ejemplo, en la alta 
coincidencia entre la actividad desarrollada por los inge-
nieros de Caminos en la Administración Pública y en el 
sector privado.

La conclusión de lo anterior es que el universo de selección 
para acceder al servicio de las Administraciones públicas 
se encuentra limitado por los condicionantes del sistema 
educativo. Dicho de otro modo, los desequilibrios de re-
presentación social y de inequidad del sistema educativo 
se trasladan a la Administración y se unen a los que esta 
establezca a través del sistema de selección.
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La regla general en el caso español admite excepciones en 
las que se priman las competencias profesionales y el logro 
de una serie de evidencias de consecución para acceder 
o progresar en la función pública. Este sería el caso del 
personal permanente docente e investigador de las univer-
sidades públicas. También encontramos modelos distintos 
del general basado en el conocimiento en la función militar 
o en la carrera sanitaria.

La exigencia de la titulación de posgrado para acceder a 
los cuerpos del subgrupo A1, como se demanda desde 
algunos sectores, no haría sino agravar la inequidad en 
los términos que se han ido señalando. Claro es, esto 
no se aplica a las carreras universitarias que finalizan en 
posgrado. La necesidad de una mayor titulación, en su 
caso, podría ser satisfecha por la Administración a través 
de sus escuelas de formación mediante acuerdos con las 
universidades. Es también la Administración la que puede 
paliar las desigualdades de origen mediante la modifica-
ción de sus sistemas de selección, aprovechando el ta-
lento profesional existente en la sociedad y en la empresa 

La Administración pública también genera sus propios des-
ajustes de representatividad. El más importante se produce 
por el sistema de selección elegido. En España el proce-
dimiento tradicional habitual es la oposición, esto es, la 
selección a través de pruebas que evalúan el conocimiento 
de los candidatos sobre la base de la posesión de un ni-
vel educativo determinado. Como es sabido, este sistema 
traslada el coste principal de la selección al candidato-
opositor y a su familia tanto en términos económicos, como 
de tiempo y de oportunidad. 

La práctica totalidad de los países europeos basan prin-
cipalmente los procesos selectivos en la evaluación de 
habilidades y capacidades de los candidatos en función 
de las necesidades de los puestos o de la organización de 
destino, mientras que España los basa fundamentalmente 
en pruebas de conocimiento. Nuestro sistema general de 
selección está centrado en la garantía constitucional de la 
igualdad de acceso, pero, sin embargo, relega la adecua-
ción de las capacidades de los candidatos a las necesida-
des organizativas.
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privada, o mediante la concesión de ayudas sociales que 
faciliten el acceso.

Apertura y orientación a las competencias profesio-
nales
La elaboración del EBEP dio lugar a una cierta polémica 
referida a la simplificación de los sistemas de selección, 
en especial por lo que respecta a la oposición, y a la po-
sible introducción de sistemas propios del sector privado, 
muy extendidos en los países de nuestro entorno. Entre los 
argumentos que se manejaban a favor figuraba la agilidad 
de los procesos selectivos y una mejor adecuación entre la 
previsión de necesidades, su cobertura y la elección de los 
candidatos más adecuados a los perfiles de los puestos o de 
las funciones requeridas, en especial de los primeros desti-
nos. Es cierto que son argumentos de peso, porque si algo 
caracteriza nuestro modelo de acceso a la función pública es 
su lentitud y una adecuación defectuosa entre las necesida-
des, los cuerpos de ingreso, los perfiles de los puestos y las 
pruebas de selección. Frente a estos argumentos se opone, 
de una manera más o menos explícita, la posible politización 
en el acceso a la función pública española.

Al actual ciclo selectivo se le reconoce la capacidad para 
obtener candidatos capaces y adecuados, cumpliendo la 
normativa y garantizando los derechos de los ciudadanos. 
Esto hace que su eventual modificación sería un ejercicio 
delicado que no debería emprenderse salvo si existen evi-
dencias de que es para mejorarlo. En un reciente estudio 
del INAP se proponían una serie de aspectos mejorables 
en materia de detección de necesidades, reclutamiento, 
proceso selectivo y cursos selectivos: institucionalizar la 
presentación de informes técnicos y organizativos que sos-
tengan las peticiones de personal de nuevo ingreso; refor-
zar, diversificar y ampliar los instrumentos y las actividades 
de difusión de la oferta de empleo público (OEP); fortalecer 
la imagen de la AGE aprovechando las actividades de difu-
sión de la OEP; ampliar la información de la OEP en relación 
con los puestos a cubrir, las competencias y habilidades 
necesarias para su desempeño, las retribuciones, destinos 
de primera ocupación, etc.; reducir el carácter jurídico y teó-
rico de los temarios; ampliar las pruebas prácticas; mejorar 
la relación pruebas selectivas/puestos de trabajo/cuerpos 
de entrada; evaluar las capacidades, habilidades y compe-
tencias de los candidatos de acuerdo con los determinantes 
de desempeño de los puestos de primera ocupación; incor-
porar la participación de los responsables de las unidades 
de destino en el proceso selectivo; mejorar los recursos 

que permiten realizar diagnósticos, planificar y adoptar 
decisiones, particularmente los estadísticos; establecer 
periodos de prácticas cuando no haya previstos cursos 
selectivos; diseñar los cursos selectivos como instrumentos 
de inducción organizativa; respetar el carácter selectivo de 
los cursos; incrementar la competitividad en los cursos; dar 
participación a los responsables de las unidades de primer 
destino en la adscripción al destino final de los candidatos.

Por lo que respecta a los destinos de primera ocupación, 
las propuestas son: mejorar la relación entre los conte-
nidos de los puestos de trabajo de primera ocupación y 
las funciones de los cuerpos de entrada; aprovechar las 
capacidades, habilidades, competencias y experiencia de 
los candidatos en la asignación de los puestos de primera 
ocupación; y diversificar y clasificar la oferta de puestos de 
primera ocupación de acuerdo con la amplitud y profundi-
dad de sus contenidos.

Situar a las competencias profesionales en el eje central de 
la selección y la formación de los empleados públicos per-
mite, junto con la introducción de sistemas de planificación, 
el establecimiento de objetivos e indicadores, la evaluación 
del personal y la medición del rendimiento, implantar un 
sistema de carrera profesional. Sin embargo, la investiga-
ción muestra que hoy los criterios de ascenso tienen más 
que ver con razones ajenas al esfuerzo individual. Esto 
ocurre en un modelo de Administración que se reclama «de 
carrera», esto es, un sistema de función pública en el que 
la organización empleadora asume cierta responsabilidad 
en el diseño de los mecanismos internos de promoción 
de su personal. El estudio señala que, en la actualidad, la 
antigüedad y las relaciones o amistades, muchas de ellas 
basadas en la pertenencia a un mismo cuerpo, son los dos 
factores más decisivos para la promoción profesional, aun 
cuando los propios funcionarios reconocen que el ascenso 
profesional debería depender del esfuerzo personal y la 
capacitación de los empleados, esto es, tener buena pre-
paración, adecuado rendimiento y un buen cumplimiento. 

En definitiva, los resultados de la investigación señalan in-
equívocamente que en la promoción o ascenso profesional 
tienen un peso excesivo factores ajenos al rendimiento y 
la formación de los funcionarios. Algunos de estos facto-
res son los que hacen que algunos cuerpos del grupo A1 
no ocupen los puestos superiores, incluso de sus áreas 
funcionales. Este podría ser el caso de los ingenieros de 
Caminos. ROP
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